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derecho a la prueba consagrado en el arto 24.2 C.E.,
en efecto, requiere insoslayablemente que el pronun­
ciamiento judicial en cuestión aparezca debidamente
motivado. de forma que queden exteriorizadas de mane­
ra adecuada las razones por las cuales se considera que
un determinado medio probatorio resulta impertinente
de cara a la resolución judicial de la controversia (V: gr.
S8TC 40/1986,51/1985.233/1992).

El rechazo irregular de la prueba por el órgano juris­
diccional, sin embargo. no determina necesariamente
la vulneración del derecho fundamental en cuestión. Tal
y como también ha declarado este Tribunal. la relación
de instrumentalidad existente entre el derecho a la prue­
ba y la prohibición de indefensión (8STC 158/1989,
206/1991. 33/1992. 87/1992) hace que la consta­
tación de una irregularidad procesal en materia proba­
toria no sea por sí sola suficiente para que la pretensión
de amparo adquiera relevancia constitucional. Pues. para
que así ocurra. el defecto procesal ha de tener una inci­
dencia material concreta; por lo que si ésta no se ha
producido. tampoco cabe apreciar la existencia de inde­
fensión desde la perspectiva constitucional (V. gr. 8STC
230/1992. 1/1996). "

3. En el presente caso. tal y como con anterioridad
ha quedado reseñado. el recurrente en amparo. mediante
escrito fechado el día "2 de marzo de 1994. propuso
ante la Audiencia Provincial una serie de medios pro­
batorios tendentes. según sostiene el propio interesado.
a la acreditación de la inexistencia de algunas de las
obras supuestamente realizadas en su vivienda. de la
defectuosidad de algunas de las realmente llevadas a
cabo. -y de la inexactitud de. determinados conceptos
incorporados a la factura cuyo pago íntegro se le recla­
maba; a saber: dOcumental pública (para que por la Teso­
rería General de la Seguridad Social se certificasen las
retribuciones que el demandante en la instancia afirmaba
haber .satisfecho a sus empleados como consecuencia
de la realización d& las oifras en la vivienda del deman­
dado). doc~mental privada (tendente a acreditar si el
demandante había o no gestionado la acometida eléc­
trica y de gas de la vivienda en cuestión). libros de comer­
ciante (al objeto de constatar la existencia o no de las
partidas relativas a la CQmpra de los materiales que se
indicaban en la factura cuyo pago era reclamado al
recurrente en amparo) y. por último. reconocimiento judi­
cial (a fin de que por la comisión judicial se comprobase
el estado exacto de los trabajos y obras eféctivamente
llevados a cabo).

Pues bien. dicha detallada petición -en la que. ade­
más. se contenía una explicaCión sucinta acerca de las
razones por las que cada uno de los citados medios
probatorios resultaba pertinente a los fines de la defI­
nición judicial del conflicto-. fue rntegramente rechazada
por la Audiencia Provincial mediante el Auto .de 8 de
abril de 1994. el cual. por ~a motivación. se limita
a remitirse a la declaraci6n que sobre la falta de per­
tinencia de dichos mismos medios probatorios había
expresado el JUZgado de Primera Instancia. haciendo
suya. pues. una declaración de impertinencia basadá,
no en la ausencia de relación entre dichas pruebas y
el objeto procesal -análisis éste que no aparece en nifl­
puno de los Autos denegatorios de la prueba. ni siquiera
Indiciariamente-. sino tan sólo en el hecho de que el
interesado no había fundamentado en modo alguno su
necesidad. Afírmación ésta que.-a -la vista del contenido
del escrito de proposición probatoria formulado en la
segunda instancia. no se ajusta a-la realidad.

Es evidente. pues. que la ausencia absoluta de cual­
quier referencia a la relación existente entre la prueba
propuesta y los hechos objeto de enjuiciamiento. así
corno la circunstancia de que el ahora recurrente en
amparo, en contra de lo afirmado por remisión en el

Auto impugnado, sí había hecho constar en s~escrito
de proposición probatoria las razones por las cuales la
práctica de los distintos medios de prueba resultaba per­
tinente y necesaria a los fines de acreditar los hechos
alegados en su escrito de contestación a la demanda.
y es igualmente claro que el rechazo de la prueba soli­
citada ha tenido una incidencia material concreta y deci­
siva sobre el fallo. Todo lo cual hace que el Auto de
8 de abril de 1994. dictado por la Audiencia Provincial
de Barcelona. no satisfaga las exigencias del arto 24.2
C.E. en lo que respecta al derecho fundamental a la
prueba.

Ello está unido. además. con el hecho de que la Sen­
tencia dictada en vra de apelación por la Audiencia Pro­
vincial procede a confirmar íntegramente el pronuncia­
miento condenatorio de fondo declarado en la primera
instancia, cuando la condena se basa. precisamente, en
la ausencia de acreditación de los hechos alegados por "­
el ahora recurrente en amparo. Lo qu~ entraña una COfl­
tradicción entre aquel presupuesto y la consecuencia
que del mismo se hace derivar.

Lo que hade conducir a la estimación de la demanda
de amparo y. con ella. la retroacción de las actuaciones
a la fase probatoria de la segunda instancia para que
por la Audiencia Provincial de Barcelona se emita una
decisión sobre la' proposición probatoria del recurrente
no lesiva del art. 24.2 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESP~OlA

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y. en con­
secuencia:

1.0 Restablecer al recurrente en su derecho a utilizar
los medios de prueba pertinentes para su defensa.

2.° Anular el Auto de 8 de abril de 1994. de la
Audiencia Provincial de Barcelona. así como las reso­
luciones dictadas con posterioridad al mismo.

3.0 Retrotraer las actuaciones para que la Audiencia
Provincial de Barcelona se pronuncie sobre la propo­
sición de prueba formulada por el recurrente. dictando
una resolución no lesiva de sus derechos fundamentales.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín· Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticuatro de noviembre de mil
novecientos noventa y siete.-José Gabaldón
López.-Fernando Garcra-Mon y González-Regueral.~a­
fael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González Caffl­
pos.-earles Vivar Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Fir­
mados y rubricados.

27969 Sala S!Jgunda. Sentencia 199/1997. de 24
de noviembre de 1997. Recu,!o de amparo
3.883/1994. Contra providenCIas del Juzga­
do de Primera Instancia núm. 1deJos delgua­
lada que denegaron solicitud de convocatoria
de Junta de acreedores en procedimiento de
suspensión de pagos. Vulneraci6n delderecho
a la tutela judicial efectiva: inadmisi6n de
recurso lesiva del derecho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando Garcra-Mon y González Regueral, don Rafael
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de Mendizábal Allende, don Julio Diego Gonzélez Ca~
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y 'don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.883/94, promovido
por don Salvador Rosell Ferrer, representado por el Pro­
curador don Pedro Rodriguez Rodriguez y asistido por
el Letrado don Albert Malaret Sureda, contra las pro­
videncias del Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
los de Igualada, en fechas 26 y 31 de octubre de 1994.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido ponente
el Magistrado don Fernando Garcia-Mon y González
Regueral, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
dia 1 de diciembre de 1994, la representación procesal
de don Salvador Rosell Ferrer interpuso el recurso de
amparo del que se ha hecho mención en el encabe­
zamiento, con base en los siguientes hechos:

a) En el marco del procedimiento de .suspensión de
pagos núm. 338/84, seguido ante el Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de los de Igualada, se aprobó, mediante
Auto de 7 de junio de 1985, el correspondiente Co.,.
venia, en virtud del cual fue constituida una Comisión
de Acreedores para la venta y administración de los bie­
nes del declaraGo suspenso.

b) El recurrente en amparo, en su condición de
acreedor y ante la constatación, muchos años después
de constituida la «cComisión». de supuestas irregularida­
des en la gestión. solicitó del Juzgado la convocatoria
de una Junta de acreedores. lo que formalizó mediante

. escrito presentado en de octubre de 1994,
c) La anterior solicitud fue desestimada mediante

providencia de 26 de octubre de. 1994 (notificada al
recurrente el dia siguiente), desestimación que se fun­
damentó en el hecho de cchallarse dicho procedimiento
archivado y sin ulterior trámite».

d) Frente a esta providencia se interpuso recurso
de reposición. el cual fue presentado ante el Juzgado
el dra 31 de octubre de 1994 (el dfa 30 era inhábil
por ser domin..Qo), e inadmitido a trámite mediante nueva
providencia de esa misma fecha. en la que. 'por toda
fundamentación. se afirma que ce... no ha lugar a proveer
de conformidad con lo dispuesto en el arto 377 de la
L.E.e.••.

2. La parte recurrente en amparo considera que
dichas resoluciones han vulnerado su derecho a la tutela
judicial efectiva.

En lo que se refiere a la providencia de 26 de octubre
de 1994, la indefensión alegada deriva de la imposi­
bilidad de acceder a la via procesaImente prevista para
cualquier tipo de incidencia en el devenir de la aplicación
del convenio aprobado en el expediente de suspensión
de pagos, obligando al acreedor a acudir a un proceso
declarativo mucho más largo y costoso. A juicio del
demandante. el procedimiento de suspensión de pagos
no finaliza tras la aprobación del convenio, sino que ha
de prolongarse hasta el total cumplimiento de lo pactado,
o hasta su incumplimiento por parte del suspenso, razón
por la cual la citada providencia, al entender que el expe- .
diente ya se encuentra archivado y sin trámite. resulta
totalmente desajustada a Derecho. Aduce•. por último.
que su derecho a la tutela judicial efectiva unicamente
quedarfa satisfecho si el Juez de Primera Instancia rea-

briera el procedimiento y convocara de nuevo a la Junta
de acreedores, ,en los términos solicitados en su dia por
el recurrente.

Con respecto a la providencia de 31 de octubre
de 1994, sostiene que la indefensión se origina por care­
cer aquélla de toda motivación acerca de cuál o cuáles
de los requisitos contemplados en el alt. 377 LE.C. es
el. que ha determinado efectivamente la inadmisión del
recurso de reposición, si bien es claro que hay que des­
cartar la extemporaneidad, por haberse interpuesto la
impugnación dentro del plazo legalmente previsto, razón
por la cual la inadmisión tan sólo pudo obedecer a la
ausencia de cita de precepto alguno de la L.E.e.• causa
ésta de inadmisión que, habida cuenta de que la infra~

ción material denunciada. lo era de la Ley de Suspensión
de Pagos y no de la propia L.E.C., s& revela. de acuerdo
a reiterada doctrina del Tribunal Constitucional que se
cita, arbitraria e injustificada y, por ende, lesiva del arto
24C.E.

3. EI4 de abril de 1995. la Sección dictó providencia
de admisión a trámite del recurso, requiriendo al Juzgado
de Primera Instancia núm. 1 de Igualada la remisión
de las actuaciones y el emplazamiento de quienes hubie­
ran sido parte en el proceso de que trae causa el presente
recurso de amparo.

4. Por providencia de 15 de junio de 1995. la Se~
ción acordó tener por recibidas las actuaciones judiciales
solicitadas y la apertura del trámite de alegaciones pre­
visto en el art. 52 LOTC.

En dicho trámite. el recurrente en amparo en escrito
registrado el 11 de julio de 1995. se limitó a reiterar
los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho
alegados en el ori~inario escrito de demanda.

El Ministerio FIscal, por su parte. y mediante escrito
registrado el dia 1"3 de julio de 1995. instó de este Tri­
bunal una Sentencia que otorgue el amparo solicitado
y. en su consecuencia, anule las providencias de 26 y
31 de octubre de 1994 y declare la obligación del Juez
de Primera Instancia de dietar una resolución conforme
al arto 24.1 e.E. en contestación al escrito de la parte
recurrente de 10 de octubre de 1994.

En apoyo de dicha petición argumenta el Ministerio·
Fiscal que las decisiones judiciales de cuya lectura no
cabe inferir el criterio decisor empleado lesionan el art.
24.1 C.E. La exigencia prevista en el arto 377 L.E.C.•
además, ha sido reiteradamente interpretada por la juris­
prudencia de este Tribunal en un sentido antiformalista
(se cita al respecto la STC 213/1993). interpretación
de la que se ha apartado ostensiblemente el Juez autor
de las resoluciones impugnadas. Estima. por último, que
ninguna de las providencias impugnadas posee una moti­
vación que satisfaga las exigencias derivadas del arto
24.1 e.E.

5. Por providencia de 20 de noviembre de 1997,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el dra 24 siguiente.

11. fundamentos jurídicos

1. Se interpone el presente recurso de amparo con­
tra las providencias del Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de los de Igualada, de fechas 26 y 31 de octubre
de 1994, por las que, en la primera, se deniega la soli­
citud del recurrente relativa a la convocatoria de una
nueva Junta de acreedores en el expediente de suspen­
sión de pagos núm. 338/84, motivando dicha negativa
en el hecho de que el procedimiento ya se encontraba
archivado; y en la segunda, se inadmite el recurso de
reposición interpuesto contra aquella decisión. cede con­
formidad con lo dispuesto en el art. 377 L.E.C.••.
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A ambas resoluciones les reprocha el demandante
haber lesionado el arto 24.1 C.E.• la providencia de 26
de octubre de 1994. por no ajustarse a Derecho. ya
que. a su entender. el exPediente de suspensión de pagos
no puede ser archivado hasta la total ejecución de lo
pactado por los acreedores con el suspenso. y la de
31 de octubre siguiente por haber efectuado sobre el
arto 377 LE.C. una interpretación formalista. expresa­
mente desechada por este Tribunal en diversos pro­
nunciamientos.
- El Ministerio Fiscal estima procedente el recurso de

amparo y la nulidad de ambas providencias para que
por el Juzgado -88 dicte resolución que. conforme al arto
24.1 C.E.. dé respuesta motivada a lo interesado por
el recurrente en su escrito de 10 de octubre de 1994.

2. De las dos cuestiones suscitadas en la demanda
de amparo. hemos de comenzar analizando la propuesta
en segundo término. relativa a la supuesta lesión del
arto 24.1 C.E. como consecuencia de la inadmisión del
recurso de reposición interpuesto contra la negativa judi­
cial a la petición de convocatoria de una nueva Junta
de acreedores. pUes una eventual estimación de esta
última queja nos obligarfa a retrotraer las actuaciones
al momento en que dicho medio de impugnación resultó
indebidamente inadmitido. Esta retroacción del proc.r
dimiento harfa que el Juzgado. al resolver motivadamen­
te el recurso de reposición. se pronunciara sobre la pro­
cedencia o no de la convocatoria interesada por el
recurrente en amparo. en cuya cuestión. por ser de lega­
lidad ordinaria. no puede entrar este Tribunal. salvo que
la decisión que sobre la misma se adopte vulnere algún
derecho fundamental.

3. Pues bien. con respecto al contenido de la pro­
videncia de 31 de octubre dé 1994. Yhabiendo quedado
acreditado en las actuaciones obrantes ante la Sala que
el recurso de reposición inadmitido por dicha resolución
fue interpuesto en plazo. es evidente que la inadmisión.
basada en la lacónica cita del arto 377 LE.C.• tan sólo
pudo obedecer al supuesto incumplimiento por parte
del recurrente del requisito consistente en mencionar
.Ia dis~sición de esta Ley (de la·LE.C.) que haya sido
infringida». exigencia ésta que. por versar estrictamente
el recurso de reposición sobre la aplicación e interpr.r
taeión de determinados preceptos de la Ley de Suspen­
si6n de Pagos. se revelaba en el caso. tal y como ha
quedado evidenciado en la demanda de amparo y en
el~ de aleqaciones del Ministerio Fiscal,.como. un
requIsito contrano al arto 24.1 C.E. por ser de ImposIble
cumplimiento. dado lo pretendido y razonado en el recur­
so de reposición.

Asr lo ha declarado en repetidas ocasiones este Tri­
bunal. cuya doctrina podemos resumir en lo declarado
en la STC 213/1993. que dice: •... la necesidad de inter­
pretar el último inciso del arto 377 de la LE.C. (&... Y
citarse la disposici6n de esta ley que haya sido infrin­
gida-). de conformidad con el sentido o finalidad del
proceso. de forma que. como cabe impugnar una misma
resolución por razones no sólo de forma. sino también
de fondo. en este último caso se convierte en inútil la
cita del precepto procesal que no ha sido infringido o
cuestionado. esto es. ~U8 la &di~sici6n de esta leV­
a la 9U8 se refl8r8 el arto 377. es la ley de Enjuiciamiento
Civil • y sólo habni de ser citada expresamente cuando
el motivo de impugnación tenga naturaleza procesal, por­
que afirmar lo contrario significerfa obligar al recurrente
a citar imaginarios preceptos procesales infringidos. Por
consiguiente. cuando el reCurso se fundamente exclu­
sivamente en la infracción de preceptos sustantivos. no
existe obligación alguna de citar normas procesales qué
no han sido wlneradas».

La aplicación de dicha doctrina al presente caso
ha de determinar. por las razones seftaladas. la estima­
ción de la demanda de ampato y. con ella. la retroacción
de las actuaciones al momento de la resolución del recur­
so de reposición inadmitido mediante la providencia de
31 de octubre de 1994. que ahora queda anulada.'

FAlLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORJDAO QUE LE CONFIERE LA CoNsmuaóN
DE LA NACIÓN EspAÑOlA

Ha decidido

Estimar la presente demanda de amparo y. en
consecuencia:

1.0 Declara-r que se ha vulnerado al demandante
de amparo. su derecho a la tutela judicial efectiva.

2.0 Restablecerle en su derecho para lo cual se anula
la providencia de 31 de octubre de 1994. retrotrayendo
las actuaciones al momento anterior al de dictarse dicha
providencia. para que por él Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 1 de Igualada. se dicte una nueva resolución
que. respetuosa con los derechos fundamentales. se pro­
nuncie sobre el recurso de reposición interpuesto por
el recurrente en amparo contra la providencia de 26
de octubre de 1994.

PubUquese esta Sentencia en el ccBoletrn Oficia. del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticuatro de noviembre de mil
novecientos noventa y siete.-José Gabaldón
López.-Fernando Garcra-Mon y González-Regueral.-Ra­
fael de Mendizábal AIIende.-Julio Diego González Cam­
pos.-earles Vivar Pi-Sunyer.-Tomás S. VIVes Antón.-Fir­
mados y rubricados.

27970 Sala Segunda. Sentencia 200/1997. de 24
de noviembre de 1997. Recurso de amparo
2.628/1996. Contra Auto de la .Audiencia
Provincial de Ciudad Real confirmatorio en
apelaci6n de resoluciones anteriores del Juz­
gado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de
Castilla-La Mancha. desestimatorias de la que­
ja formulada porel recurrente contra elAcuer­
do de la Junta de R~imen y Administración
del Establecimiento Penitenciario de Herrera
de la Mancha decretando la intervención de
comunicaciones orales y escritas. Supuesta
vulneraci6n del derecho al secreto de las
comunicaciones: motivaci6n suficiente de las
medidas restrictivas del derecho supuesta­
mente vulnerado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com-,
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando Garcra-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos•. don Caries VlV8r Pi-Sunyer y don Tomás S. Vivas

.Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.828/96. promovido
por don José Manuel ArzaIlus Eguiguren. representado'
por el Procurador de los Tribunales don Luis Olivares


